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Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D. 


Ref.:
Demanda de inconstitucionalidad contra algunas expresiones de los artículos 6°, 9°, 30, 31, 35, 42, 44 y 49 de la Ley 1551 de 2012, “por la cual se dictan normas para modernizar la organización y el funcionamiento de los municipios”.
Demandante: ANDRES DE ZUBIRIA SAMPER.
Magistrado Ponente: MAURICIO GONZALEZ CUERVO.
Expediente D-9219.
Concepto 5448
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de su ciudadanía, presentó Andrés de Zubiría Samper contra algunas expresiones de los artículos 6°, 9°, 30, 31, 35, 42, 44 y 49 de la Ley 1551 de 2012, cuyo texto, con lo demandado en negritas, es el siguiente:

LEY 1551 DE 2012
(Julio 6)

Diario Oficial No. 48483 del 6 de julio de 2012
CONGRESO DE LA REPÚBLICA

Por medio la cual se dictan normas para modernizar la organización y el funcionamiento de los municipios. 
EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA

(…)
Artículo 6°. El artículo 3° de la Ley 136 de 1994 quedará así: 
Artículo 3º. Funciones de los municipios. Corresponde al municipio:

(…)     
Parágrafo 4°. Se autoriza a los entes territoriales del orden departamental y municipal para celebrar directamente convenios solidarios con las juntas de acción comunal con el fin de ejecutar obras hasta por la mínima cuantía. Para la ejecución de estas deberán contratar con los habitantes de la comunidad.

        (…)        
Artículo 9°. Toda norma que tenga injerencia en la vida municipal para los municipios con población de 30.000 habitantes o menos, tendrá tratamiento especial como mínimo en los siguientes aspectos.
(…)

Funcionamiento: En materia de planes de ordenamiento territorial, bastará con la elaboración de esquemas mínimos de ordenación, previendo especialmente los usos del suelo. 

        (…)

ARTÍCULO 30. El artículo 92 de la Ley 136 de 1994 quedará así: 

Artículo 92. Delegación de funciones. El Alcalde podrá delegar en los secretarios de la alcaldía y en los jefes de los departamentos administrativos las diferentes funciones a su cargo, excepto aquellas respecto de las cuales exista expresa prohibición legal.

(…)

Artículo 31. El artículo 100 de la Ley 136 de 1994 quedará así: 

Artículo 100. Renuncias, Permisos y Licencias. La renuncia del alcalde, la licencia o el permiso para separarse transitoriamente del cargo, la aceptará o concederá el Gobernador respectivo o el Presidente de la República en el caso del Distrito Capital de Bogotá. Las incapacidades médicas serán certificadas por la respectiva Entidad Promotora de Salud a la que se encuentre afiliado el mandatario local.
(…)

Artículo 35. El artículo 170 de la Ley 136 de 1994 quedará así: 

Artículo 170. Elección
(…)

Para ser elegido personero municipal se requiere: En los municipios de categorías especial, primera y segunda título de abogado y de postgrado. En los municipios de tercera, cuarta y quinta categorías, título de abogado.
(…)
Artículo 42.
Artículo 119 de la Ley 136 de 1994 quedará así: 
Artículo 119. Juntas Administradoras Locales. 
En cada una de las comunas o corregimientos habrá una Junta Administradora Local, integrada por no menos de tres (3) ni más de nueve (9) miembros, elegidos por votación popular para períodos de cuatro (4) años que deberán coincidir con el período del alcalde y de los Concejos Municipales. 

Los miembros de las Juntas Administradoras Locales cumplirán sus funciones ad honorem. 
(…)

En aquellos municipios cuya población sea superior a cien mil (100.000), los Alcaldes garantizarán la seguridad social en salud y riesgos profesionales de los ediles, con un ingreso base de cotización de un (1) salario mínimo legal mensual vigente y sin que esto implique vinculación laboral con la entidad territorial, a través de la suscripción de una Póliza de Seguros con una compañía reconocida oficialmente de conformidad con el reglamento que para tal efecto expida el Concejo Municipal. En materia pensional los miembros de las Juntas Administradoras Locales gozarán de los beneficios establecidos por el artículo 26 de la Ley 100 de 1993. También deberá suscribirles una Póliza de vida en los términos del artículo 68 de la Ley 136 de 1994.

(...)

Artículo 44.
De conformidad con el artículo 285 de la Constitución Nacional, créense los territorios especiales biodiversos y fronterizos en las zonas no municipalizadas correspondientes a los antiguos corregimientos departamentales, para que en los términos que reglamente el Gobierno nacional dentro del término de 6 meses a partir de la entrada en vigencia de la presente Ley, el Estado pueda cumplir las funciones y servicios que tiene a su cargo, así: 

(…)
Artículo 49. Facultades Extraordinarias.
Revístese al Presidente de la República de precisas facultades extraordinarias para que, en el plazo de seis (6) meses contados a partir de la promulgación de esta ley, proceda a sistematizar, armonizar e integrar en un solo cuerpo, las disposiciones legales vigentes para la organización y el funcionamiento de los municipios. 

Confórmese una comisión de seguimiento integrada por (5) Senadores y (5) Representantes a la Cámara, designados por el Presidente de cada una de las Cámaras, para hacer seguimiento permanente a las facultades conferidas en este artículo, recibir informes del gobierno y presentarlos al Congreso. 
1. Planteamientos de la demanda.
El actor considera que el artículo 6° de la Ley 1551 de 2012, al autorizar a los entes territoriales del orden departamental y municipal para celebrar convenios solidarios con las juntas de acción comunal con el propósito de ejecutar obras, vulnera los principios de unidad de materia y de autonomía territorial reconocida por los artículos 1° y 287 Superiores, pues “(…) si bien es plausible que los municipios celebren con las juntas de acciones comunales (JAC), esto no se puede hacer extensivo a las entidades departamentales”.
Del artículo 9° ibídem, al regular un tratamiento especial para los municipios con treinta mil habitantes o menos en materia de planes de ordenamiento territorial, afirma que vulnera el artículo 313.7 Superior, pues, “(…) mientras que la ley que regula en forma integral la materia relacionada con la planeación local (le (sic) ley 388 de 1997), se hable de Esquemas de Ordenamiento Territorial en los municipios de menos de 30 mil habitantes, de un plumazo la ley 1551/2012 borra este concepto y lo remplaza por el de “esquemas mínimos de ordenación”, vulnerando en forma directa la atribución que tienen los Concejos Municipales de reglamentar los usos del suelo (artículo 313.7 superior) de allí su inconstitucionalidad”.
Del artículo 30 ibíd., que regula la delegación de funciones del alcalde, señala que desconoce la denominación directores de departamento administrativo, prevista en el artículo 115 de la Constitución, la cual se sustituye por la de “jefes de departamentos administrativos”.
Del artículo 31 ibíd., que regula el trámite de las renuncias, licencias o permisos para separarse de manera temporal del cargo de alcaldes, censura que viola el principio de autonomía territorial, pues “(…) la disposición citada dela (sic) artículo 31 de la Ley 1551/2012 vulnera la autonomía, porque en sentido estricto los gobernadores y en su caso el Presidente de la República, no son superiores de los alcaldes…”.
Del artículo 35 ibíd., relativo a los requisitos para ser elegido personero municipal, anota que la exigencia de un postgrado en los municipios de ciertas categorías, constituye una discriminación injustificada para los abogados sin postgrado, dado que la ley anterior sólo exigía el título de abogado.

Del artículo 42 ibíd., que garantiza la seguridad social en salud y en riesgos profesionales de los ediles, en municipios cuya población sea superior a cien mil habitantes, reprocha que establece una discriminación injustificada respecto de los ediles de municipios con población inferior a cien mil habitantes.

Del artículo 44 ibíd., que crea los territorios especiales biodiversos y fronterizos en las zonas no municipalizadas correspondientes a los antiguos corregimientos departamentales, cuestiona que se trata de “(…) un verdadero remedo de entidad territorial, porque carecen de los elementos constitutivos de las mismas, como son gobernarse por autoridades propias, ejercer las competencias que les correspondan, administrar los recursos, y establecer los tributos necesarios y participar en las rentas nacionales”.
Por último, del artículo 49 ibíd., que otorga facultades extraordinarias pro tempore al Presidente de la República para sistematizar, armonizar e integrar en un solo cuerpo, las normas legales vigentes para la organización y funcionamiento de los municipios, y conforma una comisión de seguimiento para vigilar el ejercicio de estas facultades, asume que desborda la prohibición constitucional que tiene el Presidente de la República para expedir códigos.
2. Problema jurídico.
Corresponde establecer si las expresiones demandadas de los artículos 6°, 9°, 30, 31, 35, 42, 44 y 49 de la Ley 1551 de 2012, vulneran los artículos 1°, 13, 115, 150, 287, 313.7 Superiores. 

3. Análisis jurídico. 
El principio de autonomía territorial, en tanto límite objetivo al principio de libre configuración de la ley, ha sido reconocido por la Corte en varias sentencias, como pasa a verse. 
En la Sentencia C-517 de 1992, la Corte advierte que el principio de autonomía territorial se concreta en la posibilidad de gestionar los intereses propios por medio de autoridades propias. 
En la Sentencia C-004 de 1993, la Corte señala que el principio de autonomía territorial tiene un contenido constitucional básico, que se compone de los derechos previstos en el artículo 287 Superior, de tal suerte que la competencia del legislador no puede interferir de forma tal que implique un vaciamiento de las competencias de las entidades territoriales. 

En la Sentencia C-535 de 1996, al referirse al núcleo esencial del principio de autonomía territorial, la Corte advierte que éste está constituido, 

(…) en primer término, por aquellos elementos indispensables a la propia configuración del concepto, y especialmente por los poderes de acción de que gozan las entidades territoriales para poder satisfacer sus propios intereses. En segundo lugar encontramos, la inviolabilidad por parte del legislador, de la facultad de las entidades territoriales de gobernarse por autoridades propias. Debe protegerse el derecho de cada entidad territorial a autodirigirse en sus particularidades a través del respeto de la facultad de dirección política que ostentan.

En la Sentencia C-643 de 1999, al ponderar el principio de unidad territorial y el principio de autonomía territorial, la Corte pone de presente que es necesario garantizar “(…) el manejo por los municipios y departamentos de los intereses locales, pero sin desconocer la supremacía del ordenamiento nacional”. 
En la Sentencia C-1051 de 2001, la Corte precisa que:
El carácter de entidad territorial implica pues, el derecho a gobernarse por autoridades propias, a ejercer las competencias que les correspondan, administrar los recursos y establecer los tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones y, por último, participar en las rentas nacionales. De esta forma, tal reconocimiento se traduce en autonomía política, esto es, la capacidad de elegir a sus gobernantes (alcalde, concejales, ediles, personero y contralor), autonomía administrativa, es decir, la facultad de manejar los asuntos de su jurisdicción, tales como la organización de los servicios públicos, la administración de sus bienes y la solución de todos los problemas que surjan en desarrollo de sus actividades y, finalmente, autonomía fiscal, que implica la potestad para fijar tributos, participar en las rentas nacionales y administrar sus recursos.
(…)

De acuerdo con lo anterior, la Constitución y la Ley delimitan el alcance de la autonomía de las entidades territoriales, mientras que el artículo 288 superior señala que “[l]as competencias atribuidas a los distintos niveles territoriales serán ejercidas conforme a los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad en los términos que establezca la ley”. Así, la autonomía constitucionalmente reconocida y acotada, también se halla regida por principios que orientan su ejercicio por las autoridades territoriales, en guarda y refuerzo de dos fines constitucionales: (i) el carácter unitario de la Nación, y (ii) el desarrollo equitativo de las regiones del territorio colombiano como clave para el logro de la “prosperidad general”, esto es, de todos sus habitantes.
El artículo 287 Superior prevé que la autonomía de las entidades territoriales se ejercerá dentro de los límites de la Constitución y la ley. Esto implica que el legislador sí tiene competencia para regular aspectos propios de la administración de los departamentos y los municipios, siempre y cuando no se desborde los límites establecidos en la Carta, en especial, los relativos al núcleo esencial del principio de autonomía territorial, conforme se ha expuesto en los párrafos anteriores.

El actor considera que el artículo 6° de la Ley 1551 de 2012, al autorizar a los departamentos y municipios para celebrar convenios solidarios con las juntas de acción comunal, vulnera los principios de autonomía territorial y de unidad de materia. El celebrar convenios solidarios con las juntas de acción comunal se puede enmarcar dentro de las competencias constitucionales de los municipios, previstas en el artículo 311 Superior, ya que a éste corresponde tanto construir las obras que demande el progreso local como promover la participación comunitaria. Los convenios solidarios parecen ser un medio adecuado e idóneo para ejercer las competencias de las entidades territoriales, dentro de los parámetros de coordinación, concertación y participación, previstos en los artículos 288, 300, 339, 340 y 341 Superiores.
El mero hecho de que la ley autorice a los departamentos o municipios a celebrar convenios solidarios con juntas de acción comunal, no afecta per se el principio de autonomía territorial. Y no lo afecta, pues la norma en ningún evento obliga a los departamentos o a los municipios a celebrar dichos convenios, sino que se limita a facultarlos para hacerlo, si así lo deciden. Estos entes territoriales mantienen la autonomía necesaria para tomar la decisión, conforme a la autorización que la ley les da y, por tanto, pueden decidir de manera válida no celebrar dichos convenios.
Respecto de la vulneración del principio de unidad de materia, que se predica por incluir dentro del artículo en comento a los departamentos, es menester advertir que este principio debe analizarse conforme a las reglas establecidas por la Corte, entre otras, en la Sentencia C-188 de 2005.
Dado que los convenios solidarios pueden celebrarse entre más de dos entes, esto es entre un departamento, un municipio y una junta de acción comunal, en el marco del principio de coordinación; y dado que, en todo caso se desarrollan en el ámbito territorial de un municipio, en el cual operan las juntas de acción comunal; es evidente que la norma demandada, al incluir a los departamentos, guarda una relación de conexidad objetiva y razonable con la materia de la ley, que es dictar normas para modernizar la organización y el funcionamiento de los municipios. 

La censura contra el artículo 9° de la Ley 1551 de 2012 carece de los mínimos argumentativos de especificidad, pertinencia y suficiencia, ya que en realidad no plantea un conflicto de constitucionalidad sino uno de mera legalidad. En efecto, el actor asume que con este artículo, al dar un trato especial a los municipios de menos de treinta mil habitantes, se los despoja de la competencia para ordenar su territorio, lo que tiene por demostrado al cotejar lo previsto en la Ley 388 de 1997 y la Ley 1551 de 2012. Si bien la norma en comento alude a unos esquemas mínimos de ordenación territorial, dentro del trato especial discernido a estos municipios, de ninguna manera señala que la competencia para fijarlos corresponda a una autoridad diferente a los consejos municipales, conforme a lo previsto en el artículo 313.7 Superior. Sea que se elabore un plan de ordenamiento territorial, o sea que, conforme al trato especial previsto en la Ley 1551 de 2012, se elabore un esquema mínimo de ordenación territorial, la competencia para hacer lo uno o lo otro corresponde de manera exclusiva a las autoridades territoriales, por lo cual no hay afectación alguna al principio de autonomía territorial.
El reproche que se hace al artículo 30 de la Ley 1551 de 2012 es meramente nominal. El actor considera que en lugar de decir jefe de departamento administrativo, la ley debe decir director de departamento administrativo. Si bien es cierto que la Carta de 1991, en su artículo 115, cambia la denominación de estos servidores en el plano nacional, no es indispensable que en el que en el plano territorial, entre otras razones por su autonomía, se siga la misma denominación. Más allá del nombre de jefe o director, asuntos menores en el contexto del caso, no se advierte vulneración alguna al principio de autonomía territorial.  

El actor cuestiona el artículo 31 de la Ley 1551 de 2012, por considerar que el gobernador, en el caso de los alcaldes municipales, o el Presidente de la República en el caso del Alcalde del Distrito Capital, no son superiores funcionales de éstos y, por lo tanto, no pueden aceptar sus renuncias o conceder licencias o permisos, para separarse de manera temporal del cargo. De seguirse esta línea argumentativa, al no haber, en rigor, ningún servidor o autoridad que sea superior funcional de estos servidores públicos, no habría una persona que pueda tramitar sus renuncias, licencias o permisos, a pesar de su existencia y necesidad.
Dada la existencia y necesidad de atender las renuncias y las solicitudes de licencias o permisos de los alcaldes municipales y del Distrito Capital, la norma que fija el procedimiento administrativo a seguir cumple una finalidad constitucional válida. Y la cumple porque, de una parte, brinda a los alcaldes un procedimiento para que su renuncia o solicitud sea atendida y, de otra, prevé un procedimiento administrativo expedito que evita la existencia de vacíos de poder en el gobierno local, con las graves consecuencias que de éste se derivan.
La previsión de que las renuncias o las solicitudes de licencia o permiso deben ser tramitadas ante los gobernadores y el Presidente de la República, según sea el caso, no se funda en el hecho de que estas autoridades sean los superiores funcionales de los alcaldes, que no lo son, sino en la necesidad de que dichas renuncias o solicitudes sean atendidas de manera pronta y diligente por una autoridad determinada.

En caso de renuncia del alcalde, o de darse su falta absoluta, por otro motivo, es menester convocar a nuevas elecciones, como lo advierte la Corte, entre otras, en las Sentencias C-011 de 1994, C-586 de 1995. C-448 de 1997 y C-844 de 2000. Si la falta es temporal, por licencia o permiso, parece desmesurado convocar a nuevas elecciones y, por tanto, lo que procede es resolver de manera también temporal el vacío de poder, por medio de una regulación legal, como lo reconoce la Corte en la Sentencia C-448 de 1997, al decir: 
Como es obvio, estas consideraciones no significan que, con el fin de evitar vacíos de autoridad, la ley no pueda regular nombramientos provisionales de los alcaldes, mientras se adelantan todos los pasos necesarios para realizar la nueva elección del mandatario local. En este caso encuentra plena aplicación el citado artículo 293 superior, puesto que la Constitución no establece una regla específica sobre la forma de llenar temporalmente las vacancias absolutas. Por ello esta Corporación ya había mostrado la diferencia entre los nombramientos provisionales en estos casos, cuya regulación corresponde a la ley (CP art. 293), y la designación en propiedad, que constitucionalmente sólo puede tener origen popular (CP arts. 260 y 314).
Sobre la base de equiparar a los municipios de categorías especial, primera y segunda con los municipios de las demás categorías, el actor asume que el artículo 35 de la Ley 1551 de 2012 incurre en una discriminación injustificada respecto de los abogados que no tienen título de postgrado. Para sustentar su dicho, trae a cuento los requisitos previstos en la legislación anterior, en particular en la Ley 136 de 1994. 
La categorización de los municipios no es subjetiva, ni mucho menos caprichosa. Responde a factores objetivos, como los de su población y recursos. Estos factores objetivos de diferencia son relevantes para el ejercicio de cargo de personero municipal, pues en la medida en que el municipio sea de una categoría elevada, valga decir, de categoría especial, primera o segunda, la misión del personero se torna más compleja y ardua. En vista de esta circunstancia, no parece irrazonable que la ley exija como requisito adicional al de tener título de abogado, el haber obtenido un título de postgrado. Así lo reconoce la Corte en la Sentencia C-1067 de 2001, al decir:
En tal contexto, teniendo en cuenta que el artículo 320 de la Constitución reconoce la posibilidad de categorizar los municipios, es también posible que la ley establezca diferentes clases de personerías y, en consecuencia, exija calidades distintas en esos diversos municipios. La jurisprudencia de esta Corporación ya ha tenido oportunidad de reconocer esta situación en los siguientes términos:

Si la propia Constitución parte de la base de la falta de homogeneidad o de las diferencias entre los municipios, basadas en circunstancias reales de orden socioeconómico y fiscal, al permitir al legislador el establecimiento de categorías entre ellos, a través de una regulación normativa que prevea distintos regímenes para su organización y gobierno y administración acorde con los factores antes mencionados, no puede resultar extraño ni contrario al ordenamiento constitucional el que la ley determine igualmente diferentes categorías de personerías y de personeros. La personería, es una institución encajada dentro de la estructura orgánica y funcional municipal; por lo tanto, no puede sustraerse a las regulaciones que con fundamento en el art. 320 establezca el legislador para los municipios.

Por último, es natural que el desempeño como personero en un municipio de primera categoría difiera, en ciertos aspectos, de la misma actividad en uno de cuarta o quinta categoría y, sin desconocer la importancia que ambos tienen dentro del marco constitucional, sí resulta razonable que las calidades del primero sean, relativamente, más exigentes frente a las del segundo. 

Por todo lo anterior, la Corte concluye que no viola la igualdad que legislador establezca distintos requisitos para los personeros de municipios pertenecientes a distintas categorías. La norma acusada será entonces declarada exequible.

La particular inteligencia que el actor hace del artículo 42 de la Ley 1551 de 2012, lo lleva a concluir que éste incurre en una discriminación injustificada respecto de los ediles de municipios con población inferior a los cien mil habitantes. Se afirma que la inteligencia de la norma que hace el actor es particular, porque parece equiparar a los concejales con los ediles, cuando los primeros hacen parte de la administración de todos los municipios y distritos, mientras los segundos sólo existen en aquellos entes territoriales en los que existan juntas administradoras locales.

Los ediles, en tanto miembros de las juntas administradoras locales, ejercen sus funciones ad honorem. Así lo reconoce la Corte en la Sentencia C-715 de 1998, al declarar exequible el inciso segundo del artículo 119 de la ley 136 de 1994. Al ejercer el cargo de edil, es posible que la persona no haga parte del sistema general de seguridad social en salud y en riesgos profesionales, lo cual pretende garantizar la norma demandada. Y es que la garantía de la seguridad social en salud y en riesgos profesionales obedece a que se trata de un derecho fundamental, reconocido por la Corte, entre otras, en la Sentencia T-758 de 2008, en los siguientes términos:  
(…) [A] juicio de la Corte, este principio supone el compromiso de iniciar de manera inmediata el proceso que conlleve a la realización plena de tales derechos, obligación que se suma al reconocimiento de “unos contenidos mínimos o esenciales de satisfacción de esos derechos que el Estado debe garantizar a todas las personas”. Así, en virtud del principio de progresividad que gobierna el alcance del derecho a la seguridad social como derecho social, sobre el Estado pesa el deber de ampliar su espectro de protección y de limitar las restricciones eventuales que puedan alterar su contenido.
Del mero hecho de afirmar que los territorios especiales biodiversos y fronterizos, creados por el artículo 44 de la Ley 1551 de 2012, “son un verdadero remedo de entidad territorial, porque carecen de los elementos constitutivos de las mismas”, no se sigue la inconstitucionalidad de este precepto. Y no se sigue, porque al tenor de lo dispuesto en el artículo 285 Superior, “Fuera de la división general del territorio, habrá las que determine la ley para el cumplimiento de las funciones y servicios a cargo del Estado”, y, además, en el artículo 150.4 ibídem se establece la competencia del legislador para “Definir la división general del territorio conforme a este Constitución…”.
Que los territorios especiales en comento sean o no un remedo de entidad territorial, en nada afecta la constitucionalidad de la norma que los crea, ya que se trata de una mera opinión subjetiva. Su propio nombre indica que no se trata de entidades territoriales, sino de divisiones territoriales dadas en razón de factores de biodiversidad y de frontera, necesarias para cumplir funciones constitucionales admisibles, como son los de “prestar los servicios públicos que determine la ley, construir las obras que demande el progreso local, garantizar los servicios de salud, educación y saneamiento básico, ordenar el desarrollo de su territorio, promover la participación comunitaria, el mejoramiento social y cultural de sus habitantes”.
El actor asume que las facultades extraordinarias conferidas en el artículo 49 de la Ley 1551 de 2012 al Presidente de la República, comportan la de expedir códigos. Esta particular visión del actor no corresponde con la realidad normativa. Y no corresponde, porque las facultades se otorgan para sistematizar, armonizar e integrar las disposiciones legales sobre organización y funcionamiento de los municipios. Se trata, pues, de organizar las normas existentes, para adecuado conocimiento y ejecución, pero de manera alguna permiten al Presidente de la República dictar nuevas normas que adicionen o modifiquen las existentes en la ley.
Para ilustrar su cargo, el actor trae a cuento de manera desacertada la Sentencia C-129 de 1995, por medio de la cual la Corte declara inexequible el artículo 199 de la Ley 136 de 1994. En este artículo la ley otorgaba al Presidente de la República facultades para compilar y para eliminar todo tipo de disposiciones, situación que es diferente a la que ahora se examina. Así lo pone de presente la Corte, al decir:
Observa, en efecto, esta Corporación, que el artículo demandado permitió no sólo compilar sino también "eliminar" todo tipo de disposiciones -incluyendo las constitucionales-, sin importar la jerarquía de las mismas dentro de la estructura del ordenamiento jurídico colombiano. Es así como resulta difícil de determinar cuál es el fundamento constitucional que permite al presidente de la República -a su libre arbitrio- decidir cuáles disposiciones constitucionales y legales se encuentran derogadas o repetidas. Ello implica, ni más ni menos, el supuesto de que el legislador extraordinario goza de una autorización legal que, de ser erróneamente interpretada y utilizada, podría llevar al absurdo jurídico de derogar por vía de ley, una disposición de orden constitucional. De igual forma, se estaría patrocinando que el presidente de la República pudiese, según su propio criterio, determinar que una ley estatutaria o una orgánica -las cuales gozan de una jerarquía superior a las leyes ordinarias y se deben someter a un trámite legislativo especial (Arts. 151, 152 y 153 C.P.)- fuese eliminada por el simple hecho de considerarse que se está ante una temática repetitiva. Esta interpretación, no sólo atenta contra los pilares esenciales de un Estado de derecho, sino que además significa que el Congreso de la República permite que a otra rama del poder público se le atribuyan funciones que constitucionalmente le están prohibidas en virtud del principio de separación de las ramas del poder (Art. 113 C.P.).
5. Conclusión.
El Ministerio Público solicita a la Corte que declare EXEQUIBLES los artículos 6º, 30, 31, 35, 42 y 49 de la Ley 1551 de 2012, por los cargos analizados en la presente demanda; y que se INHIBA de pronunciarse de fondo sobre los cargos planteados contra los artículos 9º y 44 ibídem, por ineptitud sustancial de la demanda.
Señores Magistrados,
ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación
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